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cambio de gobierno en la Junta de Andalucía se era consciente de la necesidad de llevar a cabo una 
actuación precisa en esta materia, con objeto de lograr la adecuada integración en sistema educativo de 
las personas con discapacidad. Se apuntó asimismo la posibilidad de atender casos excepcionales con 
objeto de favorecer la mencionada integración sin que ello suponga necesariamente la modificación de 
dicha Orden de 2016.

Esta Institución promueve y avala las actuaciones que faciliten el acceso o la continuidad del proceso 
formativo del alumnado con discapacidad. Ahora bien, nos preocupaba el modo en que iban a ser 
atendidos esos casos excepcionales a los que se refería la Administración. Y ello porque no podemos 
olvidar que cualquier proceso de concurrencia competitiva, como es el de escolarización, debe regirse 
por los principios de transparencia y objetividad. Siendo ello así, demandamos información sobre las 
instrucciones elaboradas para determinar los criterios a seguir en estos supuestos de excepcionalidad.

Hemos sido informados por la Consejería de que en el presente curso académico 2019-2020 el número 
de personas solicitantes que opta por el cupo de reserva de personas con discapacidad en las Enseñanzas 
de Formación Profesional supera el 95%. Se indica, además, respecto de los criterios para favorecer la 
escolarización de solicitantes por el cupo de discapacidad, que a estos alumnos se les permite el acceso 
además de por dicho cupo por el de aquel asociado al requisito de acceso presentado por el solicitante.

Esta última información parece apartarse del criterio anterior de la Administración que apuntaba la 
posibilidad de resolver los supuestos excepcionales y hemos de entender, también, que no existe intención, 
en principio, de modificar la Orden de 2016 antes mencionada.

En este contexto, continuaremos prestando una singular atención en sucesivos procesos de escolarización 
al funcionamiento del señalado sistema de acceso a las enseñanzas de formación profesional para el 
alumnado con discapacidad hasta tanto las demandas del alumnado que deseen optar a esta tipo de 
enseñanzas sean cubiertas en su totalidad (queja 18/3788).

1.4.2.8. Enseñanzas de Régimen Especial
...
Citamos finalmente nuestras actuaciones para que la normativa reguladora de las Enseñanzas de Régimen 

Especial de Música, Danza y Arte Dramático contemple las adaptaciones que se han de realizar en las 
pruebas de acceso y el establecimiento de un cupo de reserva para alumnos o alumnas con discapacidad. 
Una intervención que venimos reclamando desde el año 2017 (queja 17/0976).

Pues bien, a pesar de nuestra insistencia, sólo en cuatro conservatorios se han implantado las medidas 
que proponemos, beneficiándose de las mismas 16 alumnos o alumnas. Hemos de resaltar, sin necesidad 
de añadir ningún comentario sobre el impacto de este programa, que según los datos facilitados por la 
Consejería de Educación y Deportes, han sido 39.800 los alumnos y alumnas matriculados en este tipo de 
enseñanzas.

No entendemos la demora en poner en práctica las medidas que proponemos. Respecto de la reserva de 
plazas para el alumnado con discapacidad es una acción que no conlleva coste alguno, puesto que no se 
trata de crear nuevas plazas sino de que un porcentaje de ellas se reserven al fin pretendido y que, de no 
ocuparse, pasen al cupo general, tal y como ocurre en el resto de enseñanzas.

Así mismo, en cuanto a la adaptación de las pruebas de acceso y la atención a este alumnado durante su 
permanencia, hablamos de realizar ajustes razonables conforme a la definición que de éstos se realiza en el 
artículo 2 de la Convención sobre los Derechos de las Personas Con Discapacidad y Protocolo Facultativo 
de Naciones Unidas, es decir, aquéllas que no impongan una carga desproporcionada o indebida, cuando 
se requieran en un caso particular, para garantizar a las personas con discapacidad el goce o ejercicio, en 
igualdad de condiciones con las demás, de todos los derechos humanos y libertades fundamentales.

Las adaptaciones en estos términos no requieren una capacitación específica en la formación del 
profesorado para el ejercicio de la docencia en las enseñanzas de régimen especial para alumnado 
con discapacidad. Tampoco esto, por lo tanto, supondría en ningún caso el incremento del coste antes 
señalado.

http://www.defensordelmenordeandalucia.es/por-que-los-conservatorios-no-tienen-un-cupo-de-plazas-para-alumnado-con-discapacidad-lo-reclamamos
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En nuestra consideración, por lo tanto, la Sugerencia en su día realizada por esta Institución no sólo 
mantiene hoy su plena vigencia, sino que no admite ya más demora en su aplicación.

1.4.3. Análisis de las quejas admitidas a trámite. Enseñanzas Universitarias 

1.4.3.1. Personas con dislexia y pruebas de acceso a la Universidad 
Para garantizar la igualdad de oportunidades de las personas que padecen algún tipo de discapacidad 

o presentan necesidades educativas especiales, la normativa que regula la realización de las pruebas de 
acceso a la Universidad -Pevau- establece diversas medidas de adaptación que facilitan a esta personas 
la realización de las citadas pruebas. Estas medidas de adaptación están diseñadas en función del tipo de 
discapacidad o necesidad educativa especial que tengan estas personas.

Estas adaptaciones pueden ser muy diversas, aunque las más extendidas son las que posibilitan un tiempo 
adicional para realizar las pruebas, las que facilitan su entrega en formatos especiales o permiten que se 
utilicen determinados medios de apoyo para la realización de las mismas. Para que una persona pueda 
beneficiarse de estas medidas de apoyo es necesario que el centro educativo en el que cursó los estudios 
de bachillerato cumplimente un modelo acreditando la necesidad educativa especial y solicitando una 
determinada adaptación. Esta solicitud debe ser aprobada posteriormente por el órgano universitario que 
coordina las pruebas de acceso.

Las personas con dislexia son uno de los colectivos que pueden beneficiarse, y de hecho se benefician, 
de este tipo de medidas de adaptación. Sin embargo, recibimos la queja 19/2699, remitida por unos 
padres que denunciaban el perjuicio para su hija afectada de dislexia, como consecuencia del cambio de 
criterio de la Universidad de Jaén respecto de las condiciones de realización de la prueba de acceso a la 
Universidad para el alumnado con esta necesidad educativa especial.

Según relataban, en el Instituto donde su hija estaba cursando 2º de bachillerato les entregaron el modelo 
oficial, denominado “ANEXO II, Certificado del equipo técnico provincial para la orientación educativa y 
profesional”, en el que se acreditaba su condición de persona con dislexia y se solicitaba como medida de 
adaptación una prolongación de 30 minutos del tiempo de realización de las pruebas y la exención de la 
prueba ortográfica. Sin embargo, con posterioridad, el centro les comunicó que se les había concedido la 
prórroga de media hora, pero se les había denegado un tratamiento especial en relación a los problemas 
ortográficos.

A juicio de los promotores de la queja “es como si a una persona con miopía le dicen que no puede llevar 
gafas el día del examen”. Consideraban que esta situación condicionaba la nota de selectividad de su 
hija, no le permitía como al resto de sus compañeros poder obtener una calificación en función de sus 
conocimientos y le restaba posibilidades de realizar los estudios que deseaba, añadiendo que incluso 
podría no superar las pruebas.

Los interesados denunciaban que esta decisión contradecía las actuaciones realizadas en años precedentes 
por la Universidad de Jaén que eximía de la corrección ortográfica al alumnado con dislexia que realizaba 
las pruebas de acceso a la Universidad. Asimismo denunciaban que no se les hubiera informado del cambio 
de criterio con la antelación suficiente para preparar adecuadamente estas pruebas.

Del análisis de la normativa vigente al respecto del alumnado con dislexia que realiza las pruebas de 
acceso a la Universidad, pudimos deducir que no existe una normativa de ámbito estatal que regule la 
materia por lo que cada Comunidad Autónoma adopta sus propios criterios.

Por lo que se refiere a Andalucía, rige una normativa de 2014 que regula las condiciones de realización de 
las pruebas de acceso por el alumnado con necesidades educativas especiales.

Dicha norma incluye un modelo de documento que han de cumplimentar los equipos de orientación de 
los institutos y en los que se especificarán las adaptaciones que precisa cada alumno para la realización 
de las pruebas en función de sus necesidades educativas especiales.

Dicho documento es remitido a la Universidad donde el alumno ha de realizar la prueba de acceso, 
correspondiendo a cada Universidad valorar las adaptaciones realizadas y pronunciarse sobre su 
aceptación o rechazo.


